
SEÑOR 

JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI (REPARTO) 

E.                                                     S.                                                        D. 

  

DIANA PATRICIA ALVAREZ RAMIREZ, mayor y de esta vecindad, identificada al pie de mi firma, 

abogada titulada e inscrita, portadora de la tarjeta profesional número 189.172 del Consejo 

Superior de la Judicatura, obrando como apoderado judicial de ALEXANDER ARANA FLOR, en su 

calidad conocida con el poder que con la presente demanda se anexan, a Ud. comedidamente me 

dirijo con el fin de instaurar medio de control de REPARACION DIRECTA, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 140 del C.P.A.C.A, en contra del MUNICIPIO DE PALMIRA, representado 

legalmente por VICTOR MANUEL RAMOS o por quien haga sus veces; EL DEPARTAMENTO VALLE 

DEL CAUCA, representado legalmente por la DILIAN FRANCISCA TORO TORRES o por quien 

haga sus veces; LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, representada legalmente por el Dr. JOSÉ MAURICIO 

CUESTAS GÓMEZ o por quien haga sus veces; LA NACIÓN- INSTITUTO NACIONAL 

PENITENCIARIO y CARCELARIO (INPEC), representado legalmente por el Dr. DANIEL 

FERNANDO GUTIÉRREZ o por quien haga sus veces; LA UNIDAD DE SERVICIOS 

PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS (USPEC), representada legalmente por el Dr. LUDWING 

JOEL VALERO SÁENZ o por quien haga sus veces; LA NACIÓN - MINISTERIO DE JUSTICIA 

Y DEL DERECHO, representado legalmente por el Dr. NÉSTOR IVÁN OSUNA PATIÑO o quien 

haga sus veces; LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL, 

representado legalmente por el Dr. IVÁN VELÁSQUEZ GÓMEZ o por quien haga sus veces; y LA 

NACIÓN -  FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, representada legalmente por el Dra. LUZ 

ADRIANA CAMARGO o por quien haga sus veces,  para que previa citación del agente del Ministerio 

Público, en sentencia de mérito se hagan las siguientes o similares: 

 

DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

1.- Que el MUNICIPIO DE PALMIRA, EL DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA, LA 

NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, 

LA NACIÓN - INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC), LA 

NACIÓN - UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS (USPEC), LA 

NACIÓN - MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO, LA NACIÓN- MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL y LA NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN, son responsables administrativamente por todos los perjuicios morales, materiales y 

perjuicios a los derechos constitucionalmente protegidos, causados a ALEXANDER ARANA FLOR, 

como consecuencia de las condiciones de hacinamiento sufridas desde el día 25 de enero de 2.022 

hasta el día 04 de diciembre de 2.022, o el tiempo que se logre de demostrar en el transcurso del 

proceso, mientras se encontraba detenido en el Caí Comando Sur, del municipio de Palmira - Valle 

del Cauca. 

 

2.- Que como consecuencia de la anterior declaración, el MUNICIPIO DE PALMIRA, EL 

DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA, LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, LA NACIÓN - INSTITUTO NACIONAL 

PENITENCIARIO Y CARCELARIO (INPEC), LA NACIÓN - UNIDAD DE SERVICIOS 

PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS (USPEC), LA NACIÓN - MINISTERIO DE JUSTICIA Y 

DEL DERECHO, LA NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL 

y LA NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, deben a ALEXANDER ARANA FLOR la 

totalidad de los perjuicios morales, materiales y perjuicios a los derechos constitucionalmente 

protegidos, de conformidad con la liquidación que de ellos se haga más adelante. 

 



13.-Que la demandada cumpla la sentencia en los términos del artículo 140 del C.P.A.C.A. 

 

4.- Por las costas y gastos del proceso. 

 

 

HECHOS 

 

1.- El señor ALEXANDER ARANA FLOR, identificado con cédula de ciudadanía No 1.114.817.344, 

fue capturado por el delito de homicidio con circunstancias de agravación en concurso heterogéneo 

con la fabricación, trafico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios parte o municiones, 

mediante orden de encarcelación No. 0118 expedida por el Juzgado Tercero Penal Municipal con 

Función de Control de Garantías de Palmira, radicado No. 765206000180-2019-01460, por lo que 

fue remitido al Caí- Comando Sur, de Palmira - Valle del Cauca, donde estuvo recluido desde el día 

25 de enero de 2.022 hasta el 04 de diciembre de 2.022 o más, es decir, por un periodo superior a 

11 meses. 

 

2.- En relación con las condiciones de las instalaciones del Caí - Comando Sur, de Palmira - Valle del 

Cauca, para la fecha en la que se encontraba detenido el señor ALEXANDER ARANA FLOR, son las 

mencionadas ut supra.   

 

3.- El señor ALEXANDER ARANA FLOR estuvo recluido en el Caí – Comando Sur, de Palmira - Valle 

del Cauca, desde el día 25 de enero de 2.022 hasta el día 04 de diciembre de 2.022 o más, es decir, 

por un periodo superior a 11 meses, sufriendo un porcentaje de hacinamiento del 390%.  

    

4.- El señor ALEXANDER ARANA FLOR, al estar detenido en el Caí - Comando Sur, de Palmira - 

Valle del Cauca, presentó una constante vulneración a sus derechos fundamentales y a sus derechos 

humanos tales como el derecho a la vida, salud, dignidad humana, ambiente sano e integridad 

personal, entre otros, como consecuencia del hacinamiento, el cual constituye un trato cruel, 

inhumano y degradante, ocasionando sufrimiento moral, por lo tanto se constituye en una falla del 

servicio que ocasionó los perjuicios morales, materiales y perjuicios a los derechos 

constitucionalmente protegidos a los demandantes que la administración está en la obligación de 

resarcir. 

 

5.- El Caí Comando Sur de Palmira - Valle del Cauca, ha venido presentando graves problemas a causa 

del hacinamiento con las personas privadas de la libertad (PPL) que se encuentran bajo su custodia, 

pues su capacidad de albergue está más que rebosada, además esta unidad policial no cuenta con los 

recursos económicos ni el personal capacitado para brindarle prestación integral en los servicios 

médicos, suministro de medicamentos, alimentación, traslados para asistir a audiencias o citas 

médicas, programas de resocialización, de educación, entre otros, que permitan mejorar la calidad 

de vida de los PPL. 

 

Así mismo, los PPL no cuentan con rebajas de pena, sean imputados o condenados, por prestar labor 

social, trabajar y/o estudiar mientras se encuentran detenidos, encontrándose que los imputados 

se encuentran mezclados con los condenados. 

 

Dicha situación ha sido de conocimiento público, por lo que la Caí- Comando sur, de Palmira - Valle 

del Cauca - ha remitido diferentes comunicaciones a entes administrativos, tales como la Alcaldía 

Municipal de Palmira, al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario-INPEC, para efectos de 

resolver la situación que aqueja a los PPL; sin embargo, la Administración no ha adelantado las 

políticas necesarias para solucionar dicha problemática. 

 



6.- Es importante resaltar que el Caí - Comando Sur de Palmira a la fecha continúa con un alto 

porcentaje de hacinamiento, y no se ha evidenciado por parte de las entidades encargadas, que se 

hayan adoptado medidas para disminuir o eliminar esta problemática, por lo tanto, los PPL continúan 

con una constante, masiva y sistemática vulneración de sus derechos, desconociendo de esa manera 

las órdenes impartidas por la Corte Constitucional en los fallos en los que ha declarado el estado de 

cosas inconstitucional en los centros de detención. 

 

7.- Ante la Procuraduría 217 Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali, se adelantó el trámite 

de conciliación, por medio del proceso radicado No. E- 2024-415898, declarándose fallida por falta 

de ánimo conciliatorio por parte de los convocados, para lo cual se expidió la respectiva acta, de 

esta manera se da por surtido el requisito de procedibilidad establecido en el artículo 13 de la Ley 

1285 de 2.009. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Como fundamentos de derecho debe tenerse en cuenta lo normado en los artículos 2 y 90 

Constitucionales y demás relacionados. El Estado debe proteger los derechos de los ciudadanos, si 

ello no ocurre así deberá responder administrativamente por la omisión correspondiente.  

 

También se encuentra la legislación internacional como lo es la Convención Americana de Derechos 

Humanos, que en su artículo 5, numeral 2, estipula que “nadie debe ser sometido a tratos crueles, 

inhumanos o degradantes. Toda persona privada de la libertad será tratada con el respeto debido a 

la dignidad inherente al ser humano”. 

 

Igualmente, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a instancia de su Relatoría sobre los 

Derechos de las Personas Privadas de la Libertad, teniendo en cuenta los principios y disposiciones 

contenidas en instrumentos internacionales, como: Principios Básicos para el Tratamiento de los 

Reclusos; Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas sometidas a cualquier 

forma de Detención o Prisión, Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos, entre otros, 

elaboró “Los principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de la 

Libertad en Las Américas”, adoptados por la Comisión durante el 131º período ordinario de sesiones, 

celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008, de los cuales podemos señalar los siguientes: 

 

        “ …PRINCIPIOS GENERALES 

Principio I 

Trato humano 

Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de cualquiera de los Estados 

Miembros de la Organización de los Estados Americanos será tratada humanamente, con 

irrestricto respeto a su dignidad inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con 

estricto apego a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 

En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los Estados frente a las 

personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida e integridad personal, y se 

asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles con su dignidad…”. 

(…) 

“ … Principio XII 

Albergue, condiciones de higiene y vestido 

1. Albergue 



Las personas privadas de libertad deberán disponer de espacio suficiente, exposición diaria a la 

luz natural, ventilación y calefacción apropiadas, según las condiciones climáticas del lugar de 

privación de libertad. Se les proporcionará una cama individual, ropa de cama apropiada, y las demás 

condiciones indispensables para el descanso nocturno. Las instalaciones deberán tomar en cuenta 

las necesidades especiales de las personas enfermas, las portadoras de discapacidad, los niños y 

niñas, las mujeres embarazadas o madres lactantes, y los adultos mayores, entre otras. 

 

 

2. Condiciones de higiene 

Las personas privadas de libertad tendrán acceso a instalaciones sanitarias higiénicas y 

suficientes, que aseguren su privacidad y dignidad. Asimismo, tendrán acceso a productos básicos 

de higiene personal, y a agua para su aseo personal, conforme a las condiciones climáticas. 

Se proveerá regularmente a las mujeres y niñas privadas de libertad los artículos indispensables 

para las necesidades sanitarias propias de su sexo. 

3. Vestido 

El vestido que deben utilizar las personas privadas de libertad será suficiente y adecuado a las 

condiciones climáticas, y tendrá en cuenta la identidad cultural y religiosa de las personas privadas 

de libertad. En ningún caso las prendas de vestir podrán ser degradantes ni humillantes. 

Principio XIII 

Educación y actividades culturales 

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la educación, la cual será accesible para todas 

las personas, sin discriminación alguna, y tomará en cuenta la diversidad cultural y sus necesidades 

especiales…”. 

(…) 

       “ …Principio XIV 

Trabajo 

Toda persona privada de libertad tendrá derecho a trabajar, a tener oportunidades efectivas de 

trabajo, y a recibir una remuneración adecuada y equitativa por ello, de acuerdo con sus 

capacidades físicas y mentales, a fin de promover la reforma, rehabilitación y readaptación social 

de los condenados, estimular e incentivar la cultura del trabajo, y combatir el ocio en los lugares 

de privación de libertad…”.  

(…) 

        “ …Principio XVII 

Medidas contra el hacinamiento 

La autoridad competente definirá la cantidad de plazas disponibles de cada lugar de privación de 

libertad conforme a los estándares vigentes en materia habitacional. Dicha información, así como 

la tasa de ocupación real de cada establecimiento o centro deberá ser pública, accesible y 

regularmente actualizada. La ley establecerá los procedimientos a través de los cuales las personas 

privadas de libertad, sus abogados, o las organizaciones no gubernamentales podrán impugnar los 

datos acerca del número de plazas de un establecimiento, o su tasa de ocupación, individual o 



colectivamente. En los procedimientos de impugnación deberá permitirse el trabajo de expertos 

independientes. 

La ocupación de establecimiento por encima del número de plazas establecido será prohibida por 

la ley. Cuando de ello se siga la vulneración de derechos humanos, ésta deberá ser considerada una 

pena o trato cruel, inhumano o degradante. La ley deberá establecer los mecanismos para remediar 

de manera inmediata cualquier situación de alojamiento por encima del número de plazas 

establecido. Los jueces competentes deberán adoptar remedios adecuados en ausencia de una 

regulación legal efectiva. 

Verificado el alojamiento de personas por encima del número de plazas establecido en un 

establecimiento, los Estados deberán investigar las razones que motivaron tal situación y deslindar 

las correspondientes responsabilidades individuales de los funcionarios que autorizaron tales 

medidas. Además, deberán adoptar medidas para la no repetición de tal situación. En ambos casos, 

la ley establecerá los procedimientos a través de los cuales las personas privadas de libertad, sus 

abogados, o las organizaciones no gubernamentales podrán participar en los correspondientes 

procedimientos…”. 

(…) 

        “ … Principio XVIII 

Contacto con el mundo exterior 

Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir y enviar correspondencia, sujeto a 

aquellas limitaciones compatibles con el derecho internacional; y a mantener contacto personal y 

directo, mediante visitas periódicas, con sus familiares, representantes legales, y con otras 

personas, especialmente con sus padres, hijos e hijas, y con sus respectivas parejas…”. 

De otro lado, y en relación con la legislación y jurisprudencia nacionales, encontramos 

pronunciamientos del honorable Consejo de Estado en las que se afirma la obligación que le asiste al 

Estado de velar por la seguridad de los reclusos y garantizar condiciones de vida adecuada para 

ellos, destacándose la sentencia proferida por la Sección Tercera - Subsección B, demandante: 

LINDA LORENA BAÑOL GARCIA, demandando: INPEC y otros, radicado No. 

18001233300020130021601, Consejero Ponente Dr. ALBERTO MONTAÑA PLATA, de fecha 20 de 

noviembre de 2023, la cual fue confirmada por la Honorable Corte Constitucional en la Sentencia 

SU-068 de 2.023, precisando al respecto: 

 

        “(…) La sala nota que la tensión permanente en que malviven las mujeres en el Cunduy tiene 

como transfundo la paradójica ausencia del estado en un régimen de reconfiguración de los derechos 

a cargo del propio Estado, en el que se restringen algunos y se deben proveer las condiciones para 

garantizar los demás. En las condiciones de hacinamiento y abandono que caracterizan el Cunduy, la 

restricción de los derechos a la intimidad e integridad a cargo del gobierno penitenciario (…) 

 

La humillación desempeña, en el trato degradante, un papel aún más importante que la gravedad del 

sufrimiento en la tortura. Respecto de estas mujeres privadas de la libertad en condiciones de 

hacinamiento, la humillación no es una medida subjetiva, sino un posicionamiento objetivo de la 

interna en su contexto vital. La inferioridad a la que han sido sometidas las internas del Cunduy no 

ha podido ser eludida por ellas debido a su condición de sometimiento y, en todo caso, no depende 

de la fortaleza emocional, o de la posición de poder que ocupe cada una en las relaciones de gestión 

del bienestar dentro de la cárcel.  La humillación o la inferioridad que a generado el hacinamiento 

en ellas se mide desde los mínimos de dignidad de cualquier ser humano. Nadie puede ser obligado a 

vivir encerrado sin aire limpio, en medio de sus propios desechos, durmiendo en espacios diminutos 



húmedos, expuesto o malsanos, sin margen para moverse siquiera para acceder al baño privadamente 

y sin perturbar a las personas (…) 

 

Todas esas limitaciones a la dignidad y a la integridad física y moral de las internas de Cunduy deben 

ser entendidas “como un exceso y, por lo tanto, como una violación de tales derechos. Las condiciones 

humillantes en que permanecen las internas de ese pabellón les imponen una forma de vida 

caracterizada por la permanente violación al núcleo esencial de su derecho a la “dignidad humana 

entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral. 

 

(…). 

Todos los componentes de los derechos a la dignidad e integridad de las internas del Cunduy 

deberían haber permanecido inalterados, pero en cambio fueron ofendidos en alto grado por un 

entorno inhumano que el despojo de las mínimas condiciones debidas a cualquier persona (…).  

 

En definitiva, está acreditado que las internas sufrieron un daño cuyo contenido coincide con la 

afectación a su dignidad e integridad. Esta coincidencia no es extraña al derecho de la 

responsabilidad, que permite entender que el sacrificio ilegitimo de un derecho es una perdida cuyos 

efectos deben ser reparados. Este caso se diferencia de otros en que también pueden resultar 

afectadas la dignidad o la integridad, como un accidente de tránsito o una falla médica. La lesión 

directa a los derechos a la dignidad e integridad, en este caso, involucro la separación estatal de 

sus obligaciones de respetarlos y protegerlos y garantizarlos, y activo instrumentos jurídicos 

propios de esos derechos fundamentales, que permitieron a la sala conceptualizar el contenido del 

mismo daño y del perjuicio (…). 

 

Los daños que sufren las internas del EPCMS del Cunduy son consecuencia de varias omisiones 

estatales: la omisión en el incumplimiento de la obligación de abstenerse de limitar el ejercicio de 

los derechos fundamentales a la dignidad y la integridad; su omisión en el deber de asegurar el goce 

efectivo de todos los derechos que no sea objeto de limitación legitima, debido a la especial situación 

de indefensión o de debilidad manifiesta de las internas; y omisión en la obligación de asegurar para 

ellas todas las condiciones necesarias que permitan su efectiva resocialización (…). 

 

Todas esas omisiones tienen un correlato en términos de limitación prohibida de derechos. El estado 

ha cometido excesos en la restricción de derechos cuya intervención no es necesaria para el 

cumplimiento de la pena. En el Cunduy dichos excesos, como quedo acreditado constituyen tratos 

crueles, inhumanos y degradantes que desconocen la obligación del Estado de someter su poder 

punitivo al respeto del principio de dignidad humana, tal como lo determinado la ley 65 de 1993 y ha 

sido señalado reiteradamente en la jurisprudencia constitucional (…). 

 

La sala advierte que, de acuerdo con el artículo 65 de la ley 65 de 1993, reformada por la Ley 1709 

de 2014, la carencia de recursos no justifica que las condiciones de reclusión vulneren los derechos 

fundamentales de las personas privadas de la libertad. Esta norma obedece el estándar 

constitucional según el cual, “la obligación de tratar a los detenidos con humanidad y dignidad no 

puede estar sujeta, en su cumplimiento, a la disponibilidad de recursos materiales, ni a distinciones 

de ningún tipo”.   

 

La explicación que ofreció el INPEC, durante el proceso, sobre las fallas del sistema relacionadas 

con la descoordinación de las diversas instancias, el uso excesivo de la pena de prisión, la ausencia 

de recursos y la dificultad en su gestión, apuntan a acreditar la vigencia de una crisis que, en todo 

caso, no tiene aptitud jurídica para exonerar al Estado de responsabilidad frente a las internas del 

Cunduy, a quienes tenía que haber garantizado, sin excusa, su dignidad y su integridad, y tenía que 

haber evitado a toda costa que sufrieran el abandono y los excesos que las han degradado…”. 



 

En la misma línea, la Corte Constitucional en múltiples fallos ha considerado los derechos que asiste 

a las personas privadas de la libertad, por lo que al ingreso del individuo a prisión las autoridades 

penitenciarias asumen la obligación de respetar su dignidad, proteger sus derechos y garantizarle 

unas condiciones mínimas de existencia, para tal efecto encontramos revisión de la sentencia de 

tutela T-396 de 2023, proferida dentro del proceso promovido por Leonardo Londoño Bonilla 

contra el Establecimiento Penitenciario de Alta y Media Seguridad y Carcelario de Alta Seguridad 

de Popayán ERE, Magistrado sustanciador Dr. ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO, que al 

respecto señaló: 

 

        “(…) Al efecto, se ha consolidado el concepto de “especial relación de sujeción”1  entre las 

personas privadas de la libertad y el Estado durante el tiempo de reclusión, que “faculta a las 

autoridades penitenciarias y carcelarias a restringir ciertos derechos, de forma razonable y 

ponderada. Pero a la vez, la condición de reclusión bajo la autoridad del Estado impone en éste la 

carga de garantizar el goce efectivo de dimensiones básicas y mínimas de los derechos 

fundamentales, de forma inmediata e inaplazable, a pesar de que en ocasiones se impongan gastos”2. 

Así, “el administrado queda sometido a un régimen jurídico especial por la intensidad con que la 

Administración puede regular y modular sus derechos y obligaciones”3. En todo caso, “esa limitación 

de derechos no es absoluta y obedece estrictamente al cumplimiento de los objetivos 

constitucionales y legales por los cuales se ha impuesto a la persona una pena privativa de la 

libertad”4. 

 

59. Lo anterior impone al Estado “el deber de proporcionar alimentación adecuada y suficiente, 

vestuario, utensilios de aseo e higiene personal, instalaciones en condiciones de sanidad y salud 

adecuadas con ventilación e iluminación y el deber de asistencia médica. Por su parte, el interno 

tiene derecho al descanso nocturno en un espacio mínimo vital, a no ser expuesto a temperaturas 

extremas, a que se le garantice su seguridad, a las visitas íntimas, a ejercitarse físicamente, a la 

lectura, al ejercicio de la religión y el acceso a los servicios públicos como energía y agua potable, 

entre otros supuestos básicos que permitan una supervivencia decorosa”5. El Estado tiene la 

obligación de garantizar esas condiciones a los privados de la libertad y el deber irrenunciable de 

evitar que se cometan atropellos y abusos contra los derechos fundamentales al interior de los 

establecimientos carcelarios.   

 

60. En la Sentencia SU-122 de 2022 la Corte precisó que “[p]or su situación, las personas 

privadas de la libertad no pueden satisfacer por sí mismas una serie de necesidades mínimas que 

garanticen la posibilidad de llevar una vida digna, por lo que el Estado, con el cual se encuentran en 

una relación especial de sujeción -cuyo pilar central es el respeto a la dignidad humana-, tiene 

obligaciones especiales -tanto negativas como positivas- para garantizar el ejercicio de los derechos 

fundamentales que no se suspenden y -parcialmente- de aquellos que pueden restringirse”. De esta 

forma, con el ingreso del individuo a prisión las autoridades penitenciarias asumen la obligación de 

respetar su dignidad, proteger sus derechos y garantizarle unas condiciones mínimas de existencia.   

 

 
1 Corte Constitucional, Sentencias T-705 de 1996, T-153 de 1998, T-136 de 2006, T-023 de 2010, T-035 de 2013, T-077 de 2013, T-815 de 

2013, T-049 de 2016, entre otras. 

2 Corte Constitucional, Sentencia T-388 de 2013. 

3 Corte Constitucional, Sentencia T-153 de 1998. 

4 Corte Constitucional, Sentencia T-259 de 2020. 

5 Corte Constitucional, Sentencia T-711 de 2016. 



61. Bajo este entendido, las autoridades penitenciarias y carcelarias deben cumplir obligaciones 

negativas y positivas en favor de las personas bajo su custodia6. Las primeras comprenden deberes 

de abstención, es decir, no interferir en el ejercicio de sus derechos. Las segundas, exigen adelantar 

acciones para el goce efectivo de los mismos, lo que obedece a la situación de “indefensión o de 

debilidad manifiesta”7 en la que se encuentra la población carcelaria.  

 

62. Estas obligaciones “deben cumplirse no solo a partir de su previsión en los reglamentos de los 

establecimientos carcelarios y penitenciarios, sino también a través del suministro efectivo de 

elementos materiales que permitan la digna subsistencia del interno”8. Así, de la especial relación 

de sujeción de las personas privadas de la libertad se desprende el derecho de esta población de 

“disponer de una superficie mínima, y un espacio lo suficientemente amplio para pasar la noche, así 

como de una cama individual con su ropa de cama correspondiente en condiciones de limpieza e 

higiene”9. (…)”. 

                                           

ESTIMACION CUANTIFICADA 

 

ALEXANDER ARANA FLOR: 

 

Por concepto de perjuicios morales, materiales y perjuicios a los derechos constitucionalmente 

protegidos para los demandantes: 

 

I. ALEXANDER ARANA FLOR: (Directo afectado) 

A. INDEMNIZACIÓN CAUSADA: 

1.- Perjuicios Morales: 

 

En su calidad anotada, el directo afectado padeció un perjuicio moral accesorio al que acompaña 

necesariamente la perdida de la libertad por orden judicial, al perder la tranquilidad y sensación de 

seguridad mínimas a las que tenía derecho en condición de reclusión, como consecuencia de la 

violación de su dignidad humana e integridad personal por las condiciones de hacinamiento, las cuales 

superaron el 390% y donde permaneció recluido por más de 11 meses, se estima en 100 salarios 

mínimos mensuales legales vigentes o la cantidad que se determine en el proceso.  

 

2.- Perjuicios Materiales: 

 

El directo afectado no ha tenido la posibilidad de realizar ningún tipo de actividad económica que le 

depare un ingreso, teniendo en cuenta que no se trata de un condenado sino de un sindicado, debido 

a la vulneración de su derecho al trabajo en su calidad de sindicado, perjuicio que se estima en un 

salario mínimo legal mensual vigente durante cada mes que ha permanecido privado de la libertad o 

el que se determine en el proceso. 

 

 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-208 de 1999.  

7 Corte Constitucional, Sentencia T-881 de 2002. 

8 Corte Constitucional, Sentencia SU-122 de 2022. 

9 Ibid. En este mismo sentido, la Sentencia T-762 de 2015 recalcó esta obligación: “Además del metraje del espacio de alojamiento, la 

optimización del descanso nocturno al que se orienta principalmente dicho sector del penal implica el suministro de los implementos mínimos 

para dormir, conforme las condiciones climáticas del entorno en el que se encuentren las distintas prisiones del país. […] Así, el mínimo de 

utensilios para el descanso nocturno será de una almohada, una cama (o en su defecto una colchoneta, mientras se dota de cama a cada 

recluso), un juego de sábanas y una (o dos) cobija(s) con la(s) cual(es) prestarse abrigo durante la noche, conforme las condiciones climáticas 

de la región y las necesidades particulares especiales de algunos internos, médicas o culturales certificadas, por ejemplo”. 



3.- Perjuicios a los Derechos Constitucionalmente Protegidos: 

 

El directo afectado sufrió un perjuicio a sus derechos constitucionalmente protegidos, resultando 

imposible su reparación mediante restitución de sus derechos, por lo que ninguna medida podrá 

devolver los derechos arrebatados, la condición de hacinamiento sufrida conllevó el ver restringido 

de manera excesiva y desproporcionada sus derechos como consecuencia de la violación de su 

integridad personal y dignidad humana, al no poder respirar aire puro, satisfacer sus necesidades 

fisiológicas, recibir sus alimentos con regularidad y atención médica oportuna, realizar programas 

de resocialización, redimir su pena, entre otros, se estima en 100 salarios mínimos mensuales legales 

vigentes o la cantidad que se determine en el proceso.  

 

PRUEBAS 

 

Comedidamente solicito se sirva tener en cuenta y ordenar la práctica de las siguientes, las cuales 

tienen como objeto demostrar los hechos de la demanda y otros aspectos que interesen al proceso: 

 

DOCUMENTALES: 

 

• Derecho de petición radicado en el Caí - Comando Sur de Palmira - Valle del Cauca, por medio de 

correo electrónico el día 01 de diciembre de 2.022 y respuesta del mismo de fecha de 03 de 

diciembre de 2.022. 

• Derecho de petición radicado en el Centro de Servicios Judiciales el día 02 de diciembre de 

2.022, vía correo electrónico.  

• Derechos de petición radicado en el Caí – Comando Sur, de Palmira – Valle del Cauca, el día 11 de 

enero de 2.023, por medio de correo electrónico, junto con respuesta de derecho de petición por 

parte de la Estación de Policía de Palmira – Valle del Cauca del 25 de enero de 2.023 vía correo 

electrónico.  

• Derecho de petición radicado en el INPEC el día 25 de octubre de 2.023, por medio de correo 

electrónico. 

• Derecho de petición radicado en la USPEC el día 25 de octubre de 2.023, por medio de correo 

electrónico. 

• Derecho de petición radicado en la Gobernación del Valle del Cauca el día 11 de enero de 2.023, 

por medio de correo electrónico. 

• Derecho de petición radicado en la Alcaldía del Municipio de Palmira – Valle del Cauca, el día 11 

de enero de 2.023, por medio de correo electrónico. 

• Derecho de petición radicado en la Defensoría del Pueblo de Palmira – Valle del Cauca el 11 de 

enero de 2.023, por medio de correo electrónico, junto con respuesta derecho de petición por parte 

de la Defensoría del Pueblo de Palmira – Valle del Cauca del 19 de enero de 2.023 vía correo 

electrónico. 

• Derecho de petición radicado en la Personería Municipal de Palmira – Valle del Cauca, el 11 de 

enero de 2.023, por medio de correo electrónico. 

• Derecho de petición radicado en la Procuraduría provincial de instrucción de Palmira, el 11 de 

enero de 2.023, por medio de correo electrónico. 

• Acta y constancia de la Audiencia de conciliación realizada el día 22 de julio de 2.024, ante la 

Procuraduría 217 Judicial I para Asuntos Administrativos de Cali. 

 

SOLICITADAS:  

 

1.- Sírvase oficiar al Caí - Comando Sur de Palmira - Valle del Cauca, con el fin de que informe a este 

despacho lo siguiente: 

 



•  Se sirva indicar si el PPL ALEXANDER ARANA FLOR, identificado con cédula de ciudadanía No 

1.114.817.344, estuvo recluido en el Caí - Comando sur de Palmira - Valle del Cauca. De ser positiva 

su respuesta solicito de se sirva remitir certificado de fecha de ingreso y de salida del PPL. 

 

• Se sirva remitir copia de la orden de captura y/o boleta de detención, por medio del cual se indica 

fecha de captura y lugar de remisión donde debía cumplir la medida de aseguramiento el PPL 

ALEXANDER ARANA FLOR. 

 
• Se sirva informar cuál es la autoridad que tiene a cargo el proceso judicial por el cual se 

encontraba detenido el PPL ALEXANDER ARANA FLOR en dicha estación, indicando el punible y el 

radicado. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

2.- Sírvase oficiar al Centro de Servicios Judiciales de Palmira – Valle del Cauca, con el fin de que 

se sirva remitir copia auténtica del expediente penal que allí se adelanta contra ALEXANDER 

ARANA FLOR, identificado con cédula de ciudadanía No 1.114.817.344, por el delito de homicidio 

con circunstancias de agravación en concurso heterogéneo con fabricación, trafico, porte o tenencia 

de armas de fuego, accesorios partes o municiones, radicado No. 765206000180-2019-0160. Si la 

anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

3.-Sírvase oficiar al director del Instituto Penitenciario y Carcelario INPEC y al Director del 

Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Palmira – Valle del Cauca, con el fin de que informe a 

este despacho lo siguiente: 

 

• Se sirva indicar si el INPEC es la entidad encargada de la adecuación, mantenimiento, 

sostenibilidad, adecuaciones locativas, reparación, construcción, entre otros, del Caí - Comando sur, 

de Palmira – Valle del Cauca. 

 

• Se sirva informar qué medidas se han tomado para la adecuación del Caí - Comando sur, de Palmira 

– Valle del Cauca, debido a la situación de hacinamiento carcelario que existe en dicho lugar. 

 

• Se sirva indicar qué gestiones ha realizado el INPEC y el Establecimiento Penitenciario y 

Carcelario de Palmira, para el traslado de las personas que se encuentran recluidas en el Caí - 

Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca, en calidad de sindicadas y condenadas a un 

Establecimiento Penitenciario y Carcelario. 

 

• Se sirva indicar las razones por las cuales el INPEC y el Establecimiento Penitenciario y Carcelario 

de Palmira, no ha realizado los trámites necesarios para el traslado de la totalidad de los internos 

que se encuentran detenidos en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca, en calidad de 

condenados y sindicados a este u otro establecimiento carcelario. 

 

• Se sirva indicar si en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca existe hacinamiento 

carcelario. De ser afirmativa su respuesta, se sirva informar el porcentaje de hacinamiento 

existente en cada uno de los patios y bloques que hacen parte de este establecimiento, en el periodo 

comprendido de agosto de 2.020 hasta la fecha, precisando el porcentaje de hacinamiento mes a 

mes.  

 



• Se sirva indicar si contra el INPEC y/o Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Carcelario 

de Palmira, se han proferido fallos de tutela u otras sentencias que ordenen el traslado de los 

privados de la libertad que se encuentran en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca, en 

calidad de condenados y sindicados a un Establecimiento Penitenciarios y Carcelarios. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

4.- Sírvase oficiar al Director de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC, con el 

fin de que informe a este despacho lo siguiente: 

 

• Se sirva indicar si la USPEC es la entidad encargada de la adecuación, mantenimiento, 

sostenibilidad, adecuaciones locativas, reparación, construcción, entre otros, del Caí - Comando sur, 

de Palmira – Valle del Cauca. 

 

• Se sirva informar qué medidas se han tomado para la adecuación del Caí - Comando sur de Palmira, 

debido a la situación de hacinamiento carcelario que existe en dicho lugar. 

 

• Se sirva indicar si contra la USPEC y/o Establecimiento Penitenciario y Carcelario de PALMIRA, 

se han proferido fallos de tutela u otras sentencias que ordenen el traslado de los privados de la 

libertad que se encuentran en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca, en calidad de 

condenados y sindicados a Establecimiento Penitenciarios y Carcelarios. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

5.- Sírvase oficiar a la Gobernación de Valle del Cauca, con el fin de que informe a este despacho lo 

siguiente: 

 

• Se sirva indicar si la Gobernación de Valle del Cauca, es la entidad encargada de la adecuación, 

mantenimiento, sostenibilidad, adecuaciones locativas, reparación, construcción, entre otros, del Caí 

- Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca. 

 

• Se sirva indicar qué medidas se han tomado para la adecuación del Caí - Comando sur, de Palmira 

– Valle del Cauca, debido a la situación de hacinamiento carcelario que existe en dicho lugar. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

6.- Sírvase oficiar a la Alcaldía del Municipio Palmira – Valle del Cauca, con el fin de que informe a 

este despacho lo siguiente: 

 

• Se sirva indicar si la Alcaldía Municipal de Palmira, es la entidad encargada de la adecuación, 

mantenimiento, sostenibilidad, adecuaciones locativas, reparación, construcción, entre otros, del Caí 

- Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca. 

 

• Se sirva indicar qué medidas se han tomado para la adecuación del Caí - Comando sur, de Palmira 

– Valle del Cauca, debido a la situación de hacinamiento carcelario que existe en dicho lugar. 

 



Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

7.- Sírvase oficiar al Director de la Policía Nacional del Departamento del Valle del Cauca, con el fin 

de que informe a este despacho lo siguiente: 

 

• Se sirva indicar si la Policía Nacional es la entidad encargada de la adecuación, mantenimiento, 

sostenibilidad, adecuaciones locativas, reparación, construcción, entre otros, del Caí - Comando sur, 

de Palmira – Valle del Cauca. 

 

• Se sirva indicar qué medidas se han tomado para la adecuación del Caí - Comando sur, de Palmira 

– Valle del Cauca, debido a la situación de hacinamiento carcelario que existe en dicho lugar. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

8.- Sírvase oficiar a la Estación de Policía Palmira – Valle del Cauca, con el fin de que informe a este 

despacho lo siguiente: 

 

• Se sirva indicar cuál es la capacidad total con la que cuenta el Caí - Comando sur, de Palmira – 

Valle del Cauca, para albergar detenidos, especificando de manera detallada el número de salas y la 

capacidad de cada una de ellas. 

 

• Se sirva informar cuál es el número de sanitarios, duchas, lavamanos y lavaderos que posee la en 

cada uno de las salas, para uso exclusivo de los detenidos.  

 

• Se sirva indicar cuántas personas se encuentran detenidas en el Caí - Comando sur, de Palmira – 

Valle del Cauca, en calidad de condenados y sindicados, desde año 2.020 a la fecha, precisando el 

número de detenidos mes a mes. 

 

• Se sirva informar si en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca, existe hacinamiento 

carcelario. De ser afirmativa su respuesta, se sirva informar el porcentaje de hacinamiento 

existente en cada una de las salas, en el periodo comprendido desde agosto de 2.020 hasta la fecha, 

precisando el porcentaje de hacinamiento mes a mes.  

 

• Se sirva informar la cantidad de personal policial con la que cuenta el Caí - Comando sur, de 

Palmira – Valle del Cauca, para prestar los servicios de seguridad, vigilancia, guardia y cuidado de 

los detenidos. 

 

• Se sirva indicar si los detenidos en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca, reciben 

visita conyugal o familiar. De ser positiva la respuesta, se sirva informar con qué frecuencia reciben 

tales visitas. 

 

• Se sirva informar si los detenidos en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca reciben 

programas de resocialización, recreación, educación, entre otros. De ser positiva su respuesta, se 

sirva precisar el tipo de programa y la frecuencia con la que reciben dicho servicio. 

 

• Se sirva indicar cuántas horas al día se les permite a los detenidos recibir sol y ventilación. 

 

• Se sirva indicar si los detenidos se encuentran afiliados a la seguridad social. 



 

• Se sirva informar si los detenidos tienen la posibilidad de solicitar rebaja de la condena, sean 

imputados o condenados, por prestar labor social, trabajar y/o estudias mientras se encuentran 

detenidos en el Caí - Comando sur, de Palmira – Valle del Cauca. 

 

• Se sirva manifestar con cuántos equipos de cómputo cuenta el Caí - Comando sur, de Palmira – 

Valle del Cauca, para realizar diligencias o audiencias virtuales con los detenidos ante los jueces de 

conocimiento. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

9.- Sírvase oficiar a la Procuraduría Regional de Palmira - Valle del Cauca, con el fin de que informe 

a este despacho lo siguiente: 

 

• De conformidad con el hacinamiento carcelario presentado en el Caí - Comando sur, de Palmira – 

Valle del Cauca, se sirva indicar si se ha adelantado investigación alguna por dicha problemática, la 

cual es de conocimiento público. De ser afirmativa su respuesta, solicito se sirva expedir copia 

íntegra de la respectiva investigación, con todos sus anexos, para que sea allegada a este despacho. 

 

• Se sirva informar si se ha dado trámite a las acciones judiciales como tutelas u otras acciones 

constitucionales, con el fin de resolver el estado de hacinamiento en el Caí - Comando sur, de Palmira 

– Valle del Cauca y proteger los derechos fundamentales a las personas privadas de la libertad en 

dicho establecimiento. De ser afirmativa su respuesta, solicito se sirva expedir copia íntegra de la 

respectiva investigación, con todos sus anexos, para que sea allegada a este despacho. 

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

10.- Sírvase oficiar a la Personería Municipal de Palmira - Valle del Cauca, con el fin de que informe 

a este despacho lo siguiente.  

 

• De conformidad con el hacinamiento carcelario presentado en el Caí - Comando sur, de Palmira – 

Valle del Cauca, se sirva indicar si se ha adelantado investigación alguna por dicha problemática, la 

cual es de conocimiento público. De ser afirmativa su respuesta, solicito se sirva expedir copia 

íntegra de la respectiva investigación con todos sus anexos, para que sea allegada a este despacho. 

 

• Se sirva informar si se ha dado tramite a las acciones judiciales como tutelas u otras acciones 

constitucionales, con el fin de resolver el estado de hacinamiento en el Caí - Comando sur, de Palmira 

– Valle del Cauca y proteger los derechos fundamentales a las personas privadas de la libertad en 

dicho establecimiento. De ser afirmativa su respuesta, solicito se sirva expedir copia íntegra de la 

respectiva investigación, con todos sus anexos, para que sea allegada a este despacho.  

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

11.- Sírvase oficiar a la Defensoría del Pueblo de Palmira – Valle del Cauca, con el fin de que informe 

a este despacho lo siguiente.  

 



• De conformidad con el hacinamiento carcelario presentado en el Caí - Comando sur, de Palmira – 

Valle del Cauca, se sirva indicar si se ha adelantado investigación alguna por dicha problemática, la 

cual es de conocimiento público. De ser afirmativa su respuesta, solicito se sirva expedir copia 

íntegra de la respectiva investigación con todos sus anexos, para que sea allegada a este despacho. 

 

• Se sirva informar si se ha dado tramite a las acciones judiciales como tutelas u otras acciones 

constitucionales, con el fin de resolver el estado de hacinamiento en el Caí - Comando Sur, de Palmira 

– Valle del Cauca y proteger los derechos fundamentales a las personas privadas de la libertad en 

dicho establecimiento. De ser afirmativa su respuesta, solicito se sirva expedir copia íntegra de la 

respectiva investigación, con todos sus anexos, para que sea allegada a este despacho.  

 

Si la anterior documentación se encuentra en otra dependencia, que igualmente sea enviada a este 

despacho.  

 

ANEXOS 

 

Me permito anexar los documentos relacionados, poderes otorgados, traslado a los convocados, en 

medio digital. 

 

PROCESO COMPETENCIA Y CUANTIA 

 

Por la naturaleza del proceso y de las partes, el lugar donde ocurrieron los hechos, el domicilio 

principal de los demandados y la cuantía que estimo razonadamente en $100.000.000, como mayor 

pretensión tomada individualmente, es competente este despacho. 

 
NOTIFICACIONES 

 

Los demandados: 

 

• Municipio de Palmira, en la Calle 30 # 29-, de Palmira – Valle del Cauca, correo electrónico: 

notificaciones_judiciales@palmira.gov.co  

 

• Departamento del Valle del Cauca, carrera 6 entre calles 9 y 10, edificio Palacio de San Francisco 

de Cali - Valle; correo electrónico: contactenos@valledelcauca.gov.co  

njudiciales@valledelcauca.gov.co 

 

• La Rama Judicial-Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, en la calle 72 No. 7-96 de 

Bogotá D.C., o en el correo electrónico deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

dsajclinotif@cendoj.ramajudicial.gov.co   

• El INPEC, en la calle 26 # 27- 86 de Bogotá o en los correos electrónicos 

notificaciones@inpec.gov.co 

 

• La USPEC, en la AV. Calle 26 No 69-76 edificio elemento, Piso 12, 13, 14 Torre 4 agua Bogotá 

D.C; correo electrónico: buzonjudicial@uspec.gov.co 

• Ministerio de Justicia y del Derecho, en la Calle 53 No 13-27 de Bogotá D.C; correo electrónico 

notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co 

• Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, en la carrera 54 No. 26-25 CAN de Bogotá 

D.C, correo electrónico: segen.conciliacion@policia.gov.co     deval.notificacion@policia.gov.co   
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• Fiscalía General de la Nación, en la Avenida Calle 24 No 52- 01 Ciudad salitre Bogotá D.C., correo 

electrónico: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co 

 

• La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en la calle 16 No. 68D-89, de Bogotá D.C. el 

correo electrónico conciliacionesnacionales@defensajuridica.gov.co 

notificacionesjudiciales@defensajuridica.gov.co  

 

Demandante:  

 

ALEXANDER ARANA FLOR, correo electrónico alexanderarana811@gmail.com   

 

la suscrita apoderada: En la carrera 10ª No 03-45, Edificio Seapto, oficina 601, Ibagué- Tolima; 

correo electrónico: diana-abogada2014@hotmail.com jorgeorjuela2@yahoo.es          

Teléfono: 3118325736. 

 

Señor Juez, 

 
DIANA PATRICIA ALVAREZ RAMIREZ 

C.C. No. 65.776.700 de Ibagué 
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